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Presentación
La Coalición Colombiana por la Implementación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
 (en adelante, la Coalición), está conformada por redes de organizaciones de personas con discapacidad, organizaciones de personas con discapacidad y de familias de personas con discapacidad, redes de organizaciones de personas transgénero, instituciones académicas, organizaciones de derechos humanos, organizaciones prestadoras de servicios y activistas independientes que se identifican como personas con discapacidad, como personas trans, como familiares de personas con discapacidad y como activistas de derechos humanos. La Coalición cuenta con miembros en diferentes lugares del país.
La Coalición se conformó en octubre de 2014 con el objeto de redactar el presente informe alterno para presentar ante el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante, Comité CDPD) y desde entonces ha realizado reuniones mensuales de preparación en las que además de fortalecer el conocimiento sobre el rol de la sociedad civil en el sistema de las Naciones Unidas, ha generado instrumentos de compilación de información sobre violaciones a los derechos humanos de las personas con discapacidad en Colombia y articulado el trabajo de redacción del informe y la lista de cuestiones propuestas.
El presente informe alterno busca ofrecer elementos de juicio para el Comité CDPD para que durante su décimo sexto período de sesiones durante el cual se realizará el estudio del primer informe por parte del Estado colombiano en relación con las medidas que ha realizado para implementar la CDPD, la cual ratificó el 10 de mayo de 2011.
Son miembros de la Coalición: (en orden alfabético)

REDES, ORGANIZACIONES E INSTITUCIONES ACADÉMICAS

Aquelarre Trans
El Aquelarre Trans es una coalición de organizaciones de la sociedad civil y activistas independientes que busca visibilizar y reivindicar las identidades trans como parte de una experiencia de vida válida y valiosa logrando el reconocimiento pleno de sus derechos. Hacen parte del Aquelarre: Fundación Procrear, Grupo de Acción y Apoyo a Personas Trans (GAAT), Hombres en Desorden,  Pares en Acción-Reacción contra la Exclusión Social (PARCES ONG), la Red Comunitaria Trans y Santamaría Fundación. Prestan apoyo técnico: Colombia Diversa y el Programa de Acción por la Igualdad y la Inclusión Social (PAIIS) de la Universidad de los Andes.

Arco Iris de Sordos

Es una organización que nace en el año 2006 la cual acoge personas sordas LGBT. Se hacen talleres, conferencia, cine foro, video y debates. Se promueve la participación política y cultural. Se trabaja sobre sexualidad, orientación sexual diversa, identidad de género. Integra personas sordas y oyentes. 
Asociación Colombiana de Bipolares ACB
Fundada en 1997 como un grupo de apoyo para personas con diagnóstico de Desorden Bipolar, hoy cuenta con cerca de 2000 afiliados entre personas con procesos de salud mental, familiares, cuidadores y amigos y cuenta con capítulos en varias ciudades del país. Realiza acciones de apoyo y de incidencia en políticas públicas y es miembro del Nodo Comunitario de Salud Mental y Convivencia.
Asociación Colombiana Síndrome de Down (ASDOWN)
Fundada en 2005, con el fin de promover los derechos y la inclusión en la sociedad de las personas con discapacidad intelectual y sus familias, luchando por el reconocimiento de la diferencia como un valor social. Desarrolla tres líneas de acción: Apoyo y orientación a las familias, la promoción de la educación inclusiva y la incidencia en políticas públicas. Participa activamente en espacios de participación política, como es el Consejo Nacional de Discapacidad y el proceso de formación de autogestores. A la fecha más de 2500 personas han recibido su acompañamiento. Asdown coordina la Red de Familias por el Cambio y ha participado en espacios de incidencia internacional como el Examen Periódico Universal, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el Comité de la CEDAW. 

Asociación Colombiana de Sordociegos (SURCOE)
Fundada en 1995, representa a  las personas con sordoceguera a nivel nacional y trabaja por la garantía de derechos y la inclusión social de dicha población en alianza con otras organizaciones de y para personas en situación de discapacidad y con entidades del gobierno Nacional y Distrital,  en el desarrollo de acciones estratégicas que promuevan la inclusión social,  el acceso a servicios de salud, educación, comunicación e información entre otros. Pertenece a la Red Multisentidos y la Red transparencia por Colombia.

Consejo Iberoamericano de Diseño, Ciudad y Construcción Accesible (CIDCCA)
CIDCCA tiene como objeto promover, estimular y desarrollar políticas y estrategias que permitan implementar progresiva y sostenidamente las acciones que sean necesarias para que en la  planificación, diseño y construcción de ciudades, edificaciones y todo tipo de arquitectura e infraestructuras de carácter permanente o efímero, se garanticen a todo sujeto de derechos, en especial a los que tienen alguna discapacidad – transitorias o permanente, adultos mayores, menores en su primera infancia y todo tipo de personas que por su condición así lo requieran, un normal y libre desarrollo de sus actividades, una adecuada comunicación y seguro desplazamiento.
Comisión Colombiana de Juristas (CCJ) 

Organización no gubernamental con estatus consultivo ante la Organización de Naciones Unidas, creada en 1988, filial de la Comisión Internacional de Juristas (con sede en Ginebra) y de la Comisión Andina de Juristas (con sede en Lima). La CCJ trabaja por la plena vigencia del Estado social de derecho y los derechos humanos en Colombia, y busca contribuir al desarrollo de normas, mecanismos e instituciones de carácter internacional que protejan los derechos humanos en el mundo entero. Para el logro de estos propósitos, desarrolla actividades de investigación, litigio e incidencia nacional e internacional.  La CCJ cuenta con amplia experiencia en la incidencia ante el Sistema Universal y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y en particular ante el Consejo de Derechos Humanos y sus Relatores especiales y grupos de trabajo, y los Comités de Vigilancia de Tratados de la ONU. 
Federación Nacional de Sordos de Colombia (FENASCOL)
Fundada en 1984 como un organismo no gubernamental conformado por 30 Asociaciones de Personas Sordas del país. Afiliada a la Federación Mundial de Sordos desde 1986, articula acciones locales con el movimiento asociativo de personas Sordas a nivel mundial. También se encuentra vinculada a la Red Latinoamericana de organizaciones de personas con discapacidad y sus familias –RIADIS-. Forma parte del Consejo Nacional de Discapacidad y de la Junta Directiva del Instituto Nacional para Sordos (INSOR), entidad adscrita al Ministerio de Educación Nacional de Colombia.
Fundación Integrar
Es una organización privada sin ánimo de lucro que busca la inclusión, el desarrollo humano y la calidad de vida de personas con diversidad en su desarrollo cognitivo. La visión de la Fundación Integrar es lograr que sus usuarios participen plenamente en sus contextos de acuerdo con su ciclo de vida. La Fundación Integrar propende por la práctica de técnicas basadas en la evidencia, el respeto y que promuevan el involucramiento humano significativo, de tal manera que para las personas con discapacidad no sea necesario expresar sus necesidades a través de respuestas primitivas o dañinas. Ha participado en el diseño de la política pública de la población a todos los niveles (municipal, departamental y nacional), actualmente un profesional participa en el Consejo Departamental de Discapacidad de Antioquia en representación de las organizaciones que atienden personas con discapacidad en el departamento.

Fundación Karisma
Organización de la sociedad civil dedicada a apoyar y difundir el buen uso de las tecnologías en los entornos digitales, en procesos sociales y en las políticas públicas colombianas y de la región, desde una perspectiva de protección y promoción de los derechos humanos. Realiza incidencia en políticas públicas relacionadas con los derechos de las personas con discapacidad visual al acceso a la información y a las Tecnologías de la Información y de las Comunicaciones (TIC) tales como la ratificación del Tratado de Marrakech, la oposición a la restricción de publicación de formatos accesibles y es integrante del Colectivo Redpatodos. 
Handicap Internacional Colombia
Organización no gubernamental de solidaridad global, independiente, imparcial de ayuda en situaciones de pobreza y exclusión, conflicto y desastre.  Reconocida en más de 60 países por su trayectoria en la promoción de los derechos de las personas con discapacidad. Dentro de las acciones que realiza están el velar por la autonomía y la inclusión de las personas con discapacidad promoviendo el mejoramiento de sus condiciones de vida, el respeto por su dignidad, sus derechos fundamentales y su independencia. 

Liga  Colombiana  de Autismo (LICA)
Organización sin ánimo de lucro que trabaja por los derechos y por mejorar la calidad de vida  de la población con autismo y sus familias.  Fundada en 2009 como ente generador de recursos humanos y formativos,  concibe el trastorno del espectro autista TEA como oportunidades de reestructuración  sociocultural a través de la búsqueda incansable de espacios, herramientas, capacitación a familias y profesionales, proyectos de investigación,  que permitan optimizar y potenciar  las  capacidades y aptitudes que posean las personas en dicha condición como sujetos de derechos, acompañando e involucrando a sus familias. 

Nodo Comunitario de Salud  Mental y Convivencia
Es una red de organizaciones que trabajan desde lo comunitario en el tema de salud mental y discapacidad, con experiencias entre 5 a 18 años. Nació en el año 2010 y trabaja por la población colombiana con discapacidad psicosocial y situaciones en salud mental,  sus familiares y cuidadores en la búsqueda de la  promoción, garantía del goce de sus derechos y calidad de vida. Busca consolidarse como una red local, distrital, departamental y nacional de Organizaciones de y para personas con discapacidad psicosocial  y situaciones en salud mental, con reconocimiento nacional e internacional, capacidad de incidencia social y política ante el Estado y la comunidad.

Forman parte del Nodo Comunitario: Asociación Colombiana de Bipolares (ACB), Asociación Colombiana de personas con Esquizofrenia y sus Familias (ACPEF), Asociación de Depresión y Pánico (ASODEP), Asociación Colombiana de Familias Combatiendo la Epilepsia (ACOFASE), Fundación  Funda afectivos, Fundación Unidos contra la Depresión (FUNIDEP), Fundación Acción Familiar Alzheimer Colombia (AFACOL), Fundación Colombiana de Anorexia y Bulimia (FUNCABU), Liga Colombiana de Autismo (LICA), Red Distrital de Conciliadores en Equidad (REDCEB).
PROFAMILIA
La Asociación Probienestar de la Familia Colombiana -Profamilia- es una entidad privada sin ánimo de lucro, especializada en salud sexual y salud reproductiva que ofrece servicios médicos, educación y venta de productos a la población colombiana. Profamilia es la institución prestadora de servicios de salud sexual y reproductiva más grande del país, y cuenta con 34 clínicas en distintas ciudades del país. Durante 50 años, Profamilia se ha caracterizado por ser un prestador de servicios con enfoque de derechos y su énfasis es la garantía de los derechos sexuales y reproductivos de todos los colombianos.
Red de Familias por el Cambio
Fundada en el año 2009 con el fin de de fortalecer y brindar apoyo a las  organizaciones de base familiar para que puedan desde cada una de sus comunidades, contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de las personas con discapacidad intelectual desde un enfoque de derechos e inclusión. Brinda información, entrenamiento y conocimiento para participar en las decisiones que se toman, en alianza con sus gobiernos y otras organizaciones de personas con  discapacidad, sobre la implementación de la  Convención de la ONU en seis de temas identificados como de gran impacto en sus vidas.  Cuenta con 19  organizaciones  y líderes  en 18 ciudades de Colombia. 

Son miembros de la Red de Familias por el Cambio: Fundación Familia Down (Cali), Fundación Creemos (Popayán), Fundación Humanos Down (Bucaramanga), Nordown (Cúcuta), Fundown Caribe (Barranquilla), Asofadis (Cartagena), Fundown (Duitama), Padres Abriendo Puertas (Medellín), Fundación Integrar (Medellín), Fundación Raudal (Bogotá), Corporación Transiciones es Crecer (Bogotá), Liga Colombiana de Autismo (Bogotá), Corporación Síndrome de Down (Bogotá), Fundación Poder y Éxito (Bogotá), RECA (Bogotá), Asdown Colombia (Bogotá), CoNprende (Bogotá), Fundación Super Alejo (Bogotá), Asodown D.C (Manizales), Funcedown (Valledupar), Ana Bolena Rodríguez (Buenaventura), Dora Betancur (Neiva), Mirtha Ceballos (Pasto), Karinna Pen (Barrancabermeja), Ana Rocio Kerguelen (Montería), Sandra Zapata (San Andrés Islas), Rubén Dario Martínez (Santa Marta)
Red Nacional de Redes de Personas con Discapacidad – REDESCOL

Organización  que agrupa, articula y empodera a la  sociedad civil de las personas con discapacidad de Colombia, a través de sus redes y organizaciones  de y para personas con discapacidad por el goce efectivo de sus derechos. Está conformada por nodos regionales y su objetivo es agrupar a la sociedad civil  con discapacidad en Colombia para liderar, gestionar, asesorar,  verificar y  articular los procesos para su empoderamiento en el goce efectivo de sus derechos.
Son miembros de REDESCOL: REDES, Nodo Oriente RBC, REDDIS, DISRED, Nodo Caribe RBC, Centro Oriente, Nodo Eje Cafetero RBC, Nodo Sur RBC, Semillas de Esperanza y Aldea de la Inclusión.
Red Santandereana de Personas con Discapacidad – REDES
 
Fundada en 2009, a partir del  primer encuentro de Personas con Discapacidad, con 37 asistentes para consolidar acciones y formular estrategias para el fortalecimiento y puesta en marcha del centro integral de atención a personas con discapacidad. Como respuesta a esta iniciativa, surge la necesidad de organización de la población de manera articulada entre la población con discapacidad y las organizaciones de y para Personas con Discapacidad. Como resultado, se consolida la Red Santandereana de Personas con Discapacidad - REDES, como organización social que busca promover la participación, la gestión, el trabajo colaborativo, la prevalencia del interés general sobre el particular, la honestidad y transparencia.

RIADIS
La Red Latinoamericana de Personas con Discapacidad y sus Familias, se fundó en 2002, durante la Primera Conferencia en Caracas, Venezuela.  Hoy, RIADIS  representa a 48 organizaciones de personas que viven con diferentes tipos de discapacidad en 18 países de América Latina y el Caribe. RIADIS trabaja para promover y proteger los derechos de las personas con discapacidad en América Latina y el Caribe, a través de los valores de no discriminación e desarrollo incluyente por la mejoría de la calidad de vida y la inclusión social de las personas con discapacidad y sus familias. Cuenta con carácter consultivo ante OEA y ONU. Su carácter de red regional democrática construye un fuerte vínculo de cooperación entre las organizaciones nacionales. Estas organizaciones, al mismo tiempo que se desarrollan de forma independiente en sus países, optan por colaborar a través de la RIADIS para producir e intercambiar buenas prácticas, conocimientos y habilidades con el fin de potenciar los avances en la región.
Universidad de los Andes, Programa de Acción por la Igualdad y la Inclusión Social (PAIIS)
PAIIS es una clínica jurídica de derecho de interés público perteneciente a la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes. Desde el año 2007, PAIIS realiza acciones de incidencia legal y política a nivel nacional e internacional, dirigidas al avance de los derechos de las personas discriminadas por razón de su discapacidad, su género o su orientación sexual, que incluyen litigio estratégico, investigación socio-jurídica, pedagogía en derechos, apoyo técnico en diseño e implementación de políticas públicas y educación en derecho de interés público para futuros profesionales del derecho. PAIIS ha presentado múltiples intervenciones ante la Corte Constitucional y ante organismos internacionales del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y el Sistema de Naciones Unidas de Derechos Humanos y trabaja en alianza con organizaciones en Colombia y otros países de la región. 

Universidad Nacional de Colombia – Maestría en Discapacidad e Inclusión Social y Grupo de Investigación en Discapacidad, Inclusión y Sociedad
La Maestría en Discapacidad e Inclusión Social fue creada en el año 2002, es la primera en el país y la región y está adscrita a los departamentos: Movimiento Corporal Humano, Ocupación Humana y Comunicación Humana de la Facultad de Medicina de la Universidad Nacional de Colombia. Tiene como objetivos: formar investigadores y agentes sociales que estén en capacidad de contribuir a la explicación de los factores que determinan la ocurrencia de discapacidad en Colombia y en la región latinoamericana; avanzar en el reconocimiento y la comprensión de los factores que facilitan o interfieren en la inclusión social de los colombianos con discapacidades; construir argumentos conceptuales y operacionales innovadores que contribuyan a impulsar el desarrollo social de las personas con discapacidad, desde la perspectiva de los derechos humanos.

El Grupo de Investigación en Discapacidad, Inclusión y Sociedad tiene las siguientes líneas de investigación: Arte, lúdica y discapacidad; ciudadanía, reconocimiento y discapacidad; educación inclusiva; integración social de las personas en situación de discapacidad: familiar, laboral y cultural; realidad sociopolítica y económica de la discapacidad; rehabilitación integral y tecnología, accesibilidad y discapacidad.
ACTIVISTAS INDEPENDIENTES 
· Tak Combative (D.C. Hernández), activista trans.
· Andrea Liliana Cortés, activista con discapacidad psicosocial que ha realizado acciones de incidencia relacionadas con capacidad jurídica y psiquiatrización forzada.
· María Covadonga Fentanes, abogada con especialización en inclusión de Personas con discapacidad, derechos humanos Fortalecimiento Institucional y cooperación. Asesora permanente de la Federación Colombiana de organizaciones de personas con Discapacidad .-FECODIF, consultora  para Inclusión  International, Consultora para Eurosocial en Políticas Publicas y Discapacidad.
· Alfredo Espitia Bernal, activista especialista en tecnologías de apoyo y accesibilidad. 
· Diana Garavito, arquitecta y activista con discapacidad física.

· Beldys A. Hernández Albarracín, abogada defensora de los derechos humanos con formación académica en género y derecho penal. 
· Lina Tatiana Lozano Ruiz, antropóloga feminista, activista de derechos humanos.

· María Camila Lozano Ruiz, autogestora y activista con discapacidad intelectual.
· Luz Nelly Merchán, activista con discapacidad visual, representante de la Asociación de Limitados Visuales del Quindío. 

· Diego Yonathan Moreno Ramírez, activista con autismo y autogestor en la ciudad de Bucaramanga.
· Natalia Moreno Rodríguez, activista con discapacidad física, comunicadora social y activista por los derechos sexuales y reproductivos de las personas con discapacidad.

· Martha Osorno, activista Sorda
· Rafael Pabón García, profesor y activista con discapacidad que promueve la educación inclusiva. Investigador del Centro de Investigación en Educación Popular (CINEP).
· Julia Ruiz Navarro, activista por familias de personas con discapacidad intelectual.
Artículos 1 a 4. Disposiciones generales de la Convención

Registro y estadísticas sobre discapacidad

1. Colombia no cuenta con un sistema de recolección de información estadística relativa a la discapacidad confiable. En ese sentido, muchas de las entidades del Estado que prestan servicios a la comunidad registran la variable de discapacidad conforme a criterios propios y endógenos a la Entidad, sin que exista una homologación de los mismos, lo que hace que las cifras relativas a la situación de las personas con discapacidad sean confusas, inciertas,  poco confiables y se presenten amplias divergencias entre los diferentes sistemas de registro. 

2. En Colombia existe el Registro para la Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad – RLCPD, que es de carácter voluntario y que es administrado por el Ministerio de Salud. El RLCPD presenta niveles muy bajos de representación, en gran medida, porque los incentivos no son claros, particularmente en tanto el registro efectivo de la persona con discapacidad en el RLCDP no le hace beneficiaria de las políticas de seguridad social destinadas a personas con discapacidad, pues estas exigen una certificación porcentual realizada por una junta médica.
3. Mientras el Ministerio de Salud y Protección Social realizó mesas de trabajo con la población con discapacidad para el diseño de la encuesta nacional de demografía y salud que implementa Profamilia, esta buena práctica no ha sido emulada por otras entidades del Estado, como es el caso del Departamento Administrativo Nacional de Estadística –DANE, entidad que, hasta el conocimiento de esta Coalición, no realizó consultas públicas sobre las preguntas a utilizar para caracterizar la discapacidad en el censo nacional que se realizará en los próximos años. 

Lenguaje para referirse a las personas con discapacidad
4. La Coalición resalta que la Corte Constitucional por medio de la sentencia C-458 de 2015
 corrigió varias de las expresiones peyorativas hacia personas con discapacidad contenidas en la legislación colombiana. Sin embargo, mantuvo el término “invalidez” y además de la legislación, no se han modificado otras regulaciones ni documentos oficiales en donde persisten expresiones despectivas hacia la población con discapacidad. Se requiere un plan de formación a funcionarios y funcionarias que sea periódico y consistente en todo el territorio nacional.
Artículo 8. Eliminación de estereotipos
5. Los estereotipos sobre las personas con discapacidad persisten y son generalizados en todos los niveles de y áreas de acción ciudadana. En general, las entidades del Estado a nivel nacional, departamental y municipal no muestran articulación en sus iniciativas para generar campañas de sensibilización ciudadana frente a los derechos de las personas con discapacidad y al momento, sólo existen esfuerzos aislados por parte de las instituciones. La formación en derechos de las personas con discapacidad no es un requisito en los programas educativos de los funcionarios y funcionarias de carrera ni en la formación judicial obligatoria. Las únicas capacitaciones documentadas ocurren en su mayoría a nivel central o en las grandes ciudades y no puede hablarse de una estrategia coordinada orientada a eliminar estereotipos.
6. El gobierno colombiano, tanto la Presidencia, como las Alcaldías municipales y el Ministerio Público han apoyado abiertamente a la entidad Teletón Colombia, que durante todos los años utiliza imágenes lastimeras de las personas con discapacidad que sólo ratifican estereotipos dañinos, con el fin de recaudar fondos privados. En los últimos años la sociedad civil se ha manifestado en contra de dicha utilización de la imagen de las personas con discapacidad. 
Artículo 11. Situaciones de riesgo y emergencia humanitaria
7. Actualmente, el gobierno colombiano se encuentra adelantando diálogos con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – FARC-EP, en La Habana, Cuba, con el fin de lograr una resolución pacífica al conflicto armado interno en el país. Pese a que varias delegaciones de víctimas han sido enviadas a la mesa de diálogos de La Habana, las víctimas con discapacidad no han participado de dicha mesa ni se ha incorporado un enfoque de discapacidad en los acuerdos que se han logrado en materia de víctimas y reparación, ni se han producido materiales en formatos accesibles sobre el contenido de los acuerdos o el proceso de participación ciudadana en ellos
.  

8. La Ley 1448 de 2011
 dispone un proceso administrativo de reparación a víctimas que tiene como principio el enfoque diferencial, el cual incluye discapacidad. Sin embargo, existen múltiples barreras para el acceso en igualdad de condiciones al proceso de atención, asistencia y reparación a víctimas para la población con discapacidad, algunas de las cuales son reconocidas por la Corte Constitucional. 
9. Así, la Corte Constitucional declaró que existía un Estado de Cosas Inconstitucional para las personas en situación de desplazamiento forzoso a través de la sentencia T-025 de 2004
 en donde concluyó que estas se encontraban en un estado de vulnerabilidad extrema, debido a la falta de protección efectiva de sus derechos por parte de las autoridades, y por la insuficiencia de los recursos destinados para atender sus necesidades. Y por lo tanto, ordenó la atención de sus derechos básicos y estableció un proceso de seguimiento en el que participan el gobierno, los organismos de control, las agencias humanitarias, las organizaciones de población desplazada y las organizaciones de derechos humanos.

10. Posteriormente, la Corte Constitucional emitió el Auto 006 de 2009
 donde reconoció que el conflicto armado y el desplazamiento son fenómenos que exacerban y causan la discapacidad. Además, concluyó que el Gobierno no incorporó un enfoque diferencial en discapacidad orientado a superar el estado de cosas inconstitucional, por lo que ordenó una serie de medidas encaminadas a que las entidades del SNAIPD
 dieran una respuesta adecuada a las personas desplazadas con discapacidad. También ordenó la atención especializada a 15 casos individuales.

11. En el año 2011, Colombia promulgó la Ley 1448 de 2011
, por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno. En el artículo 13 de la Ley 1448 de 2011 se reconoce que hay poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad y por tal razón dispone que las medidas de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación integral deberán contar con dicho enfoque.

12. Sin embargo, la Corte Constitucional por medio del Auto 173 de 2014
, en términos generales, reitera la necesidad de incorporar un enfoque diferencial en discapacidad que sea transversal a toda la política pública sobre desplazamiento forzado, de acuerdo a las obligaciones internacionales adquiridas con la ratificación de la CDPD. 
13. A pesar de las órdenes de dicho Auto, persiste la carencia de homologación de variables entre las distintas bases de datos que se han utilizado para identificar a las personas con discapacidad víctimas del conflicto armado al igual que la necesidad de diseñar e implementar una estrategia de búsqueda activa de personas con discapacidad en situación de desplazamiento que permita dar atención diferenciada y dirigirlas a la oferta institucional adecuada. 
14. Persiste la falta de accesibilidad en los procesos de atención y reparación a las víctimas. La disponibilidad de intérpretes, guías intérpretes, accesibilidad física, materiales en lectura fácil es precaria e inconsistente en todo el territorio nacional.
15. El PAPSIVI, sistema utilizar para prestar servicios de salud mental a las víctimas del conflicto armado mantiene una visión medicalizada de la discapacidad y no incorpora una respuesta integral para las víctimas que adquieren una discapacidad psicosocial como consecuencia del conflicto armado sino que se limita a determinar un número específicado de citas y no se articula adecuadamente con el sistema general de salud.

16. Las políticas de atención a víctimas de minas antipersonales no están articuladas con las políticas públicas de discapacidad y siguen enfocadas en rehabilitación física casi de manera exclusiva.
17. A pesar de que la Corte haya ordenado la generación de un protocolo en la UARIV que garantice la capacidad legal y genere mecanismos de toma de decisiones con apoyo, persiste en los territorios el uso de la interdicción de las víctimas con discapacidad (primariamente intelectual y psicosocial) como requisito para obtener el dinero de la reparación y se han documentado casos en que las entidades bancarias se niegan a entregar los dineros sin que exista un curador o guarda. 
18. Aunque la Unidad de Atención y Reparación Integral para las Víctimas tiene un equipo encargado de transversalizar el enfoque diferencial de discapacidad, otras entidades del SNARIV no lo han incorporado a sus funciones. Así por ejemplo, la Unidad de Restitución de Tierras no incorpora un criterio de accesibilidad para el desarrollo de sus funciones y la Coalición ha tenido conocimiento de casos en los que víctimas con discapacidad reciben dentro del proceso de restitución terrenos de difícil acceso y en general, el proceso de restitución, que involucra la identificación y demarcación de terrenos, así como los aspectos judiciales del mismo, son en general inaccesibles.
19. Actualmente, solamente 34 de 1.096 municipios cubren las fases de preparación, sensibilización  y formulación de programas de atención a urgencias, emergencias y desastres para la población con discapacidad y la Guía para la elaboración de planes departamentales de gestión del riesgo, la Guía Municipal para la Gestión del Riesgo ni la Guía para la Formulación del Plan Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres, no incluyen referencias al abordaje de personas con discapacidad, ni consideraciones particulares sobre el desplazamiento, comunicación e interacción a desarrollar con esta población ni antes, ni durante o después de eventos de emergencia. En Colombia no existe un estándar normativo que deban cumplir las entidades privadas acerca de cómo generar planes de evacuación y manejo de emergencias que incluyan a las personas con discapacidad.
Artículo 12. Igual reconocimiento como personas ante la ley 
20. Actualmente, la ley colombiana mantiene un sistema de sustitución de la capacidad jurídica y la capacidad de ejercicio puede removerse. Un avance en ese sentido fue el artículo 21 de Ley Estatutaria 1618 de 2013 que ordena al Estado reformar el sistema de interdicción para cumplir con los requisitos del artículo 12 de la CDPD
. 
21. En Colombia, de acuerdo al Código Civil, a la jurisprudencia y a la doctrina, la capacidad jurídica ha sido entendida de una forma bifronte, por un lado, se encuentra la denominada capacidad de goce, entendida como un atributo de la personalidad (junto con el estado civil, la nacionalidad, el nombre, el domicilio y el patrimonio), por otro lado, la capacidad de ejercicio, entendida como una condición de validez de los contratos
. 
22. Así, en Colombia por regla general todas las personas tienen capacidad de goce, y en principio también capacidad de ejercicio, salvo aquellas personas que la ley declare incapaces
. Aunque algunas disposiciones arcaicas del Código Civil y del Código de Procedimiento Civil en relación con el régimen de capacidad legal fueron modificadas en el año 2009 mediante la Ley 1306
, ésta mantuvo la interdicción y creó la figura de la inhabilitación. Por lo tanto, actualmente  la normativa colombiana mantiene la sustitución total de la capacidad de ejercicio de la capacidad jurídica mediante el proceso de interdicción judicial. 

23. La Ley 1306 de 2009 que actualmente regula el régimen de discapacidad mental y representación legal de “incapaces emancipados” (sic) hace una clasificación de las personas con discapacidad abiertamente contraria a la Convención al categorizarlas en “personas con discapacidad mental absoluta”
 y “personas con discapacidad mental relativa”
, encuadrándose claramente en el modelo médico de la discapacidad. 

24. La Ley 1306 de 2009 considera la interdicción como una medida de restablecimiento de derechos. De este modo, la dicha Ley se refiere al proceso de interdicción y lo define como una “medida de restablecimiento de los derechos del discapacitado (sic) y en consecuencia, cualquier persona podrá solicitarla”
. Por su lado la Corte Constitucional se ha pronunciado, en el mismo sentido, asegurando que dichas normas “protegen los intereses” de “las personas incapaces” 
, encuadre contrario a la CDPD.  
25. Adicionalmente, la interdicción es un proceso de jurisdicción voluntaria
, en el cual la persona con discapacidad no participa, y la ley expresamente menciona que su interés no es necesario y que incluso el juez puede promover la demanda de oficio
, es decir, sin necesidad de que la persona con discapacidad o un tercero solicite el inicio del proceso de interdicción. A la demanda de interdicción se acompaña un certificado de un médico psiquiatra o neurólogo sobre el estado del “presunto interdicto”. Así, la persona con discapacidad que será declarada incapaz no tiene derecho a participar directamente en el proceso o acudir con apoderado/a legal y el juez de familia no tiene la obligación de garantizar su participación en el proceso o de hacer el proceso accesible
. 
26. Los miembros de la Coalición han documentado cómo en la práctica, en los procesos de interdicción la principal prueba que se solicita es un dictamen psiquiátrico forense que a través de una entrevista, genera una opinión acerca de la capacidad de la persona de administrar su propio patrimonio, con independencia de si el objetivo por el cual se inició la interdicción es de naturaleza patrimonial o no, como ocurre cuando el proceso se inicia con el fin de adelantar la esterilización de la persona con discapacidad sin su consentimiento.
27. Adicionalmente, de acuerdo con la ley bajo revisión, existe el deber legal para ciertas personas de iniciar la interdicción, so pena de una sanción legal
. Algunas de las personas que deben promover el proceso de interdicción según la norma precitada son el cónyuge o compañero o compañera permanente y los parientes consanguíneos y civiles hasta el tercer grado de la personas con discapacidad, los directores de clínicas y establecimientos de tratamiento psiquiátrico y terapéutico, respecto de los pacientes que se encuentren internados en el establecimiento, el o la Defensora de Familia y el Ministerio Público del lugar de residencia de la persona con discapacidad mental absoluta (sic), éstas últimas instituciones son, por demás, quienes tiene el deber constitucional de velar por la protección de los derechos fundamentales de las personas.  

28. Por lo anterior y de acuerdo con el régimen legal vigente, una persona declarada interdicta carece de la posibilidad de ejercitar muchos de sus derechos. Esto en virtud de que, dado que el proceso de interdicción sustrae la capacidad jurídica de la persona con discapacidad, y pone esta en cabeza de un tercero, no puede celebrar en su nombre ningún tipo de negocio jurídico. Esto conlleva a que las personas que han sido declaradas interdictas no puedan decidir sobre temas como su  posible institucionalización, casarse sin autorización judicial o adoptar; tampoco tienen el derecho del consentimiento pleno, libre, e informado a ciertos tratamientos médicos. Asimismo, pierde el derecho a escoger su empleo ya que la competencia que mantiene el juez de familia que declara la interdicción para revisar y modificar todos los contratos celebrados por la persona imposibilita en la práctica la celebración de contratos laborales, al tiempo que pierde los derechos políticos pues no puede ser elegido en cargos públicos, y pierden el acceso a la justicia ya que no pueden interponer demandas ni recursos judiciales o administrativos, ni ser testigos en procedimientos judiciales. 

29. El artículo 61 del Código de la Infancia y Adolescencia
 define la adopción como un procedimiento administrativo que busca proteger al menor. Dicho procedimiento requiere del consentimiento informado de los padres biológicos, como parte del ejercicio de la patria potestad. El mismo Código establece en sus artículo 310, 311 y 315 que la pérdida o suspensión de la patria potestad debe ser decretada mediante sentencia por el Juez de Familia, sólo cuando se configure una de las causales taxativas contempladas en la ley. En dicho procedimiento la parte a la cual se le quiere suspender o terminar la patria potestad, se le garantiza su derecho de defensa, porque de lo contrario la decisión del juez se consideraría como una vía de hecho
. Este procedimiento no se replica cuando los padres del menor tienen una discapacidad mental. El artículo 66 del Código de Infancia y Adolescencia establece que para efectos del consentimiento para la adopción, se entenderá la falta del padre o la madre, no solamente cuando ha fallecido, sino también cuando “lo aqueja una enfermedad mental o grave anomalía psíquica certificada por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses”. 

30. A través de los casos que adelanta PAIIS por medio de representación directa a personas con discapacidad, se ha evidenciado múltiples prácticas abusivas que se presentan gracias a la existencia de un régimen que permite la sustitución de la voluntad y no dispone salvaguardias adecuadas frente a la voluntad y preferencias de las personas con discapacidad.
31. Es común que las familias de personas con discapacidad inicien procesos de interdicción de sus familiares sin que haya conocimiento de las consecuencias jurídicas del mismo y, al momento de reconocer las barreras que dicho procedimiento establece en la vida de sus familiares, buscan revertir dicha declaración sin éxito pues la legislación nacional no prevé casos de levantamiento salvo que exista una “rehabilitación” que en el entendido de la Ley es virtualmente imposible, salvo que desaparezca el diagnóstico que dio lugar a la declaración de la interdicción. 
 
32. En muchos casos, la interdicción se convierte en una herramienta de abuso patrimonial de las personas con discapacidad y se utiliza para ganar control sobre los bienes de una persona, para institucionalizarles y para explotarles. 

33. Muchas de las entidades públicas encargadas de la protección y promoción de los derechos humanos de los colombianos, como es el caso del Ministerio Público, recomiendan y acompañan los procesos de interdicción de personas con discapacidad, sin informar de manera debida sobre las consecuencias del mismo ni las declaraciones que el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ha emitido al respecto. Así por ejemplo, es práctica rutinaria que ha sido avalada por la Corte Constitucional que se exija la interdicción para que una persona acceda y reciba su pensión.
34. En otros casos, son las empresas privadas las que exigen la interdicción para rescindir un contrato y probar la existencia de una discapacidad. 


Artículo 13. Acceso a la justicia
35. A pesar de que en Colombia el derecho al acceso a la administración de justicia ha sido elevado por la Corte Constitucional al rango de derecho fundamental, el sistema jurídico colombiano niega constantemente este derecho a las personas con discapacidad. 
36. El Código General del Proceso está consagrado en la Ley 1564 de 2012
. En el artículo 210 de esta ley se plantea  que las personas que se encuentren interdictas por razón de ser incapaces mentales absolutos (sic) o los sordomudos (sic) que no puedan darse a entender, se encuentran inhabilitados para rendir testimonio en todo proceso. El inciso del mismo artículo incluye también a aquellas personas que “al momento de declarar sufran alteración mental o perturbaciones sicológicas graves”. 
37. El Código de la  Infancia y la Adolescencia regula la responsabilidad penal y el procedimiento penal de para personas que no han alcanzado la mayoría de edad. El artículo 142 establece que las personas menores de 14 años no serán juzgadas ni declaradas responsables penalmente y dice que tampoco serán juzgadas las personas mayores de catorce y menores de dieciocho años “con discapacidad psíquico o mental”, sino que a estas personas se les aplicará “la respectiva medida de seguridad”, lo que constituye una forma de discriminación en el proceso de justicia.
38. Lo anterior constituye una violación del derecho a la igualdad. Pero no menos inaceptable es  la violación al derecho a la administración de justicia si comprendemos que,  mientras las personas con discapacidad deben permanecer recluidas o limitadas en su libertad  bajo la figura de la medida de seguridad, los adolescentes sin discapacidad podrán, en virtud del ejercicio de un debido proceso, acceder a sanciones menos lesivas de sus derechos. La negación al acceso a penas menos lesivas es, pues, una negación también del acceso a la justicia en condiciones de igualdad y así una violación al artículo 13 de la CDPD. 

39. La inimputabilidad está consagrada en el artículo 33 de la ley 599 de 2000 que contiene al Código Penal vigente
.  En el mencionado artículo se lee: 

ARTICULO 33. INIMPUTABILIDAD. Es inimputable quien en el momento de ejecutar la conducta típica y antijurídica no tuviere la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con esa comprensión, por inmadurez sicológica, trastorno mental, diversidad sociocultural o estados similares (resaltado adicionado al texto)

40. Aunque el Código de la Infancia y la Adolescencia  se abstenga de  mencionar o adjudicar  la figura de la inimputabilidad a los adolescentes con discapacidad, en realidad, lo que hace al preferir  la medida de seguridad, por sobre otras sanciones, es adjudicarles esta figura. Específicamente lo que hace es adjudicarla amparándose en las causales de “inmadurez psicológica” o  “trastorno mental” que en ella se contemplan.

41. Las medidas de seguridad en la inimputabilidad por razones de  trastorno mental e inmadurez psicológica no guardan una proporcionalidad entre el desvalor que el ordenamiento adjudica a la conducta y la pena. Es clara la Ley  906 de 2004 cuando ella  estipula que  las  medidas de seguridad no podrán  en ningún caso  prolongarse por más de 20 años, ni extenderse más allá de la pena  máxima prevista  para el delito cometido de manera inculpable. Sin embargo, lo anterior no implica una proporcionalidad, toda vez que  bien puede darse  que quien haya cometido el delito en las circunstancias que debieran, en sede de imputabilidad, derivar en la aplicación del cuarto mínimo de la pena, terminen cumpliendo el máximo contemplado por la ley, en espera de la “curación” del “inimputable”.
Situación carcelaria y condiciones de reclusión de las personas con discapacidad
42. Actualmente, a pesar de estar prohibido por ley, existen pabellones de salud mental aislados en las cárceles, como sucede en el Establecimiento Carcelario La Modelo en Bogotá, en donde las personas recluidas en el pabellón de salud mental no pueden redimir penas en virtud a la resolución 7302 de 2005 del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC.
43. La importancia de esta Resolución se centra en que dicta las pautas para la redención de pena por parte de los internos. Esta norma impide que personas con discapacidad psicosocial o personas que estén atravesando procesos de salud mental puedan acceder a beneficios administrativos en igualdad de condiciones a los demás internos. 

44. El artículo 10° que regula las fases de tratamiento cita en su numeral 2.1.5 “Permanecerán en fase de Alta seguridad (...) aquellos internos(as) que (...) Por concepto del psiquiatra deban recibir atención y tratamiento especializado dadas las limitaciones de su estado de salud mental”.

45. Así, las personas que estén bajo un tratamiento de salud mental no podrán cambiar su fase y esto implica que no podrán acceder a beneficios administrativos y judiciales, como el permiso de 72 horas fuera de reclusión, ya que dichos beneficios son exclusivos para personas recluidas que se encuentren en fase de seguridad mediana.

46. De igual manera, los talleres de redención de pena de dicho establecimiento no son accesibles, lo que imposibilita de facto que personas con discapacidad puedan redimir pena a través del trabajo en dichos talleres, negándoles tácitamente el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.

47. En ese sentido, en la respuesta a un derecho de petición enviado el 15 de abril de 2015 por parte de PAIIS a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios - USPEC, ésta responde:

“Para el caso concreto, la necesidad de construir establecimientos penitenciarios y carcelarios que cuenten con las condiciones adecuadas para la reclusión de personas privadas de la libertad en condiciones (sic) de discapacidad no ha hecho parte de la priorización de las necesidades efectuadas por el INPEC para la vigencia del 2015, por lo tanto no cuenta con presupuesto para su realización…”

48. Frente a las obras ya realizadas, en el Establecimiento Carcelario la Modelo se dispuso un pabellón específico pada personas con discapacidad; sin embargo el mismo incumple los lineamientos básicos de accesibilidad. Sólo el primer piso es accesible para personas en sillas de ruedas o con movilidad limitada, éste tiene capacidad para 12 celdas, en las cuáles puede haber hasta dos internos. PAIIS ha identificado casos de personas que deben dejar la silla de ruedas para utilizar muletas, en contra de las recomendaciones del médico, para ceder la celda accesible a una persona que lo necesita más. 

49. No hay suficientes sillas de ruedas para todas las personas que las necesitan, algunas de las que hay están en muy malas condiciones. Esto impide a muchos tener un nivel básico de autonomía dentro del establecimiento. 

50. Frente a la discapacidad sensorial no existe ningún tipo de ajuste razonable. Más allá de la colaboración de los compañeros de patio, no hay programas educativos ni de trabajo accesibles para personas con discapacidad sensorial. Tampoco existen áreas demarcadas o diseñadas para facilitar su ubicación o movilidad, esto dificulta el acceso a las celdas que son en pisos superiores. 

51. Ahora, fuera del pabellón de discapacidad la situación es aún más compleja. Parte del recorrido hasta el pabellón no se encuentra pavimentado. Lugares como la capilla o los sectores designados para actividades educativas y de trabajo no son accesibles. El establecimiento habilitó áreas dentro del pabellón de discapacidad para estas actividades, incurriendo en una segregación poblacional al no permitir a las personas realizar estas actividades con el resto de la población.  

52. Otro elemento preocupante es la falta de transporte accesible. La carencia de vehículos que se adapten a las necesidades de toda la población, teniendo en cuenta a la población con discapacidad, es una barrera para el acceso a la salud y la justicia. En muchas ocasiones, teniendo en cuenta la gran dificultad para trasladar a un interno con discapacidad física, no se hacen las remisiones a citas médicas, cirugías e incluso, a las audiencias penales.
Artículo 14. Libertad y seguridad de la persona 

53. En Colombia, pese a que actualmente existe una consagración constitucional del derecho a la libertad, persisten conductas que han sido violatorias del mismo derecho, como es el caso de la internación forzada de personas por motivo de su discapacidad, que encuentran justificación en la legislación colombiana. 

Internación Forzada de Personas con Discapacidad bajo la Figura de la Inimputabilidad Penal 

54. El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses conserva un manual para el Mantenimiento, Cambio o Levantamiento de Medidas de Seguridad en Inimputables del 2010, que al momento de redacción del presente informe no ha sido modificada. Dicho manual sostiene que las medidas de seguridad en contra de los inimputables tienen como finalidad, la protección, curación, tutela y rehabilitación. El fin de “protección” tiene que ver con la protección especial que requieren los inimputables. Y el término “curación” se refiere a la pretensión de sanar a la persona y restablecer su juicio.

55. De acuerdo con los artículos 70, 71, 72 del Código Penal, la persona inimputable  por un trastorno mental permanente o  transitorio con base patológica (sic) se le impondrá la medida de internación en establecimiento psiquiátrico, clínica o institución  adecuada de carácter oficial o privado, en donde se le prestará la atención especializada que requiera.  La medida de internación para los inimputables por  trastorno mental permanente (sic) no podrá exceder los  20 años, mientras que en el caso de los inimputables por trastorno mental transitorio con base patológica (sic) deberán ser internados por un máximo de 10 años. Ambas medidas de aseguramiento son susceptibles de ser suspendidas cuando se establezca que la persona se encuentra mentalmente rehabilitada (sic). 

Centros de reclusión para personas inimputables

56. Según el Artículo 24 del Código Penitenciario y Carcelario modificado por la ley 1709 del 2014 los “inimputables” deberán ser recluidos en establecimientos especializados. Estos establecimientos están destinados a alojar y rehabilitar a personas declaradas inimputables por trastorno mental, según decisión del juez de conocimiento previo dictamen pericial del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y a aquellas personas a quienes se les sustituye la pena privativa de la libertad por internamiento en este tipo de establecimientos como consecuencia de un trastorno mental sobreviniente. Estos establecimientos tienen carácter asistencial, deben especializarse en tratamiento psiquiátrico rehabilitación mental con miras a la inclusión familiar y social. La custodia y vigilancia externa de estos establecimientos estará a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec), y la construcción de los mismos estará a cargo de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios. Adicionalmente cuentan con personal especializado en salud mental en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 105 del Código precitado.
57. En los casos en los que el trastorno mental sea sobreviniente (sic) y no sea compatible con la privación de la libertad en un centro penitenciario y carcelario, el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, o el juez de garantías si se trata de una persona procesada, previo dictamen del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, otorgarán la libertad condicional o la detención hospitalaria para someterse a tratamiento psiquiátrico en un establecimiento destinado para personas declaradas inimputables y con las condiciones de seguridad de tales establecimientos, en el marco del régimen especial que aplique para el sistema de salud de los establecimientos penitenciarios y carcelarios. Una vez se verifique mediante dictamen del Instituto de Medicina Legal que ha cesado el trastorno (sic), la persona retornará al establecimiento de origen. 

58. La normatividad previamente expuesta, demuestra el proceso de psiquiatrización forzada a la que son sometidas aquellas personas que han sido declaradas inimputables que, conectándolo con lo expuesta en este informe bajo el desarrollo del artículo 13 de la CDPD, tiende a tratarse de personas con discapacidad. Esto representa, entonces, un visto bueno por parte de la legislación penal y carcelaria nacional a tratamientos psiquiátricos no consentidos y, por ende, forzados. 

Internación Forzada de Personas con Discapacidad sobre criterios de Peligrosidad.

59. El artículo 20 de la Ley 1306 de 2009 establece que las personas con discapacidad mental absoluta (sic) gozarán de libertad, pero permite el internamiento de las mismas por causa de su discapacidad. Este artículo considera que puede privarse la libertad a una persona con discapacidad cuando sea imprescindible para la salud y terapia del paciente o por “tranquilidad y seguridad ciudadana”. 

60. El artículo 23 de la Ley establece una reclusión preventiva que puede ser prorrogada por un año a través de decisión judicial. Esta prórroga debe darse con una evaluación médica previa, es decir, se patologiza la discapacidad de la persona y se mantiene la privación de su libertad a partir del concepto médico. Dicho artículo también establece que la renovación de la autorización para el internamiento puede ser pedida por quien ejerza la guarda de la persona con discapacidad o puede hacerlo el juez de oficio, es decir que deja la privación de la libertad de la persona a discreción de terceros y presupone la sustitución de la voluntad de las personas con discapacidad al supeditar el ejercicio de la solicitud de renovación de la autorización de un internamiento a un tercero sin contar con la participación de la personas con discapacidad, en clara contradicción, igualmente, con el artículo 12 de la Convención.

Artículo 15. Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 
61. Algunas de las principales entidades encargadas de atender casos de tortura hacia personas con discapacidad son la Defensoría del Pueblo, el Instituto Colombiano de Bienestar Familia (ICBF) y las Comisarías de Familia. No existen aún programas o acciones en contra de estas prácticas. Se conocen casos concretos de abusos contra personas con discapacidad por parte de su entorno familiar y social y en las instituciones de salud mental, así como también en el contexto de la consulta, pero sin contar con datos estadísticos, lo que impide conocer a profundidad estos fenómenos y así definir mecanismos de prevención y de ayuda a las víctimas. El desconocimiento sobre los canales apropiados para denunciar malas prácticas en los servicios de salud mental está  favoreciendo la impunidad.

62. En Colombia la salud mental se ha manejado dentro del enfoque biomédico asistencialista, principalmente acudiendo a la institucionalización y al tratamiento farmacológico. La cobertura y la pertinencia de los planes de atención y prevención  ha sido insuficiente, debido a la falta de información actualizada sobre los trastornos mentales que afectan a la población. Los recursos financieros transferidos por el Estado a las instituciones han sido siempre escasos dejando a la población de bajos recursos en manos de instituciones de caridad, con muy baja cobertura y deficiente calidad en el servicio. Actualmente, según el sistema de salud basado en el mercado, tanto la oferta como la calidad en la atención en salud mental están ligadas a la capacidad económica de los usuarios del servicio. Este escenario define la mala calidad de la atención en salud mental, la marginalidad y el trato discriminatorio al que está sometida la mayoría de personas con discapacidad psicosocial y la exposición de éstas a los abusos perpetrados dentro de las instituciones de salud mental, tales como la internación forzosa y la aplicación de procedimientos invasivos (terapia electroconvulsiva y sobremedicación).  El consentimiento informado no siempre es explícito, pues la voluntad del paciente está comprometida por el uso de fármacos, no se le informa sobre las consecuencias de los procedimientos que se le van a hacer ni se le permite emitir opinión alguna al respecto y  la institución de salud ejerce influencia sobre sus familiares.

63. La patologización de las personas trans ha sido la vía oficial para acceder a los servicios médicos calificados para que efectúen el proceso de reasignación de sexo por parte de las Entidades Promotoras de Salud -EPS y para oficializar este cambio ante la ley.  Las personas trans se exponen a procedimientos riesgosos al no desear someterse al trato ofensivo y discriminatorio que les ofrece el conducto oficial. 
64. A partir de junio de 2015, según el decreto 1227 de 2015 las personas trans pueden cambiar la información sobre sexo en la cédula de ciudadanía mediante un trámite notarial. Este hecho, resulta muy positivo porque implica el reconocimiento de los  derechos de esta población y permite obviar procedimientos lesivos para la dignidad de quienes los soliciten, como la psiquiatrización y patologización de las identidades trans para acceder al cambio de sexo en el documento de identidad. 

65. Sin embargo, la Procuraduría General de la Nación, entidad encargada de velar por la protección de los derechos humanos de los colombianos, demandó la resolución previamente referida por medio de la demanda con número de radicado 2015367 la cual, en caso de prosperar, generaría una regresión en los avances de la población trans sometiéndoles, de nuevo, a psiquiatrizar forzadamente sus identidades para lograr el cambio del componente sexo en los documentos de identidad. 
Artículo 21. Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información
66. Con la ratificación de la Ley Estatutaria 1618 de 2013, el Estado Colombiano ha hecho avances significativos para la inclusión de las personas con discapacidad a través de la garantía del goce y disfrute de sus derechos; de la misma manera la Ley 1680 del mismo año, declarada exequible en su totalidad por la Corte Constitucional con la Sentencia C-35 de 2015
, también se ha constituido en una herramienta importante para la garantía de derechos como la libertad de expresión y opinión de las personas ciegas y con baja visión. 

67. Esta Ley, que en su artículo 16 busca garantizar el acceso autónomo e independiente de las personas con discapacidad a la información y las comunicaciones, toma en consideración el hecho de que una de las barreras de las personas ciegas y con baja visión para recabar, recibir y facilitar información e ideas en igualdad de condiciones con los demás personas, es la imposibilidad de acceder al texto impreso que, por razones de protección del derecho de autor, no es posible modificar.

68. Sin embargo, los avances logrados por el Estado colombiano, como la adquisición de la licencia país del software Jaws, no reconocen las distintas barreras a las que se enfrentan otros grupos poblaciones de personas con discapacidad. En ese sentido, no existe suficiente material en formato de lectura simple o lenguaje simple disponible al público que facilite el acceso a la información. 
69. Se hace indispensable, igualmente, que se ratifique el Tratado de Marrakech por parte del Congreso colombiano para de esta manera se puedan ampliar los beneficios de las excepciones y limitaciones al Derecho de Autor pues el Tratado va más allá de atender a las necesidades de las personas ciegas y con baja visión e incluye a todas las personas con alguna dificultad para acceder a los textos impresos. Igualmente, en cuanto a las excepciones y limitaciones al Derecho de Autor se deben aplicar las previstas en el Tratado a todas las obras sin atender a su disponibilidad comercial ni a su precio, y que no estén sujetas a remuneración, garantizando así que las personas con discapacidad que no tienen recursos puedan acceder a las mismas.
ArtículoS 6, 17 y 23. Mujeres con discapacidad, Protección de la integridad personal y respeto del hogar y de la familia 
70. El sistema jurídico colombiano en relación con la normatividad en temas de familia y ejercicio de los derechos sexuales y derechos reproductivos permite un sistema de guarda plena sobre una persona con discapacidad bajo la figura jurídica de la interdicción y contempla diversas normas que desconocen los derechos sexuales y reproductivos de las personas con discapacidad. Adicionalmente, el país no cuenta con un sistema educativo con  programas de educación integral para la sexualidad accesibles para las personas con discapacidad. Al igual, el sistema de salud aún carece de ajustes razonables suficientes para que las personas con discapacidad pueden ejercer sin barreras a servicios de salud sexual y reproductiva. De este modo, el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos de las personas con discapacidad en Colombia aún no es una realidad, pues aún subsisten múltiples barreras actitudinales, físicas y jurídicas que dificultan su goce efectivo. 
71. Como se explicó con mayor detalle en el acápite relativo al artículo 12 de la CDPD, la Ley 1306 de 2009 describe la interdicción como una “medida protectora” pero ésta no es tal, pues impide el ejercicio de la capacidad jurídica y se utiliza para someter a mujeres y niñas con discapacidad a la esterilización quirúrgica sin su consentimiento informado. Así, una vez que un guarda ha obtenido una orden de interdicción sobre una persona, él o ella tiene la posibilidad de solicitar ante un juez una orden que autorice la esterilización de la persona con discapacidad, la persona declarada interdicta pierde su capacidad legal para expresar su consentimiento en las atenciones en salud, incluida la salud sexual y salud reproductiva, por ejemplo para elegir un método de anticoncepción, no puede adoptar, no se consulta su opinión para la práctica de un aborto y debe obtener el permiso judicial para poder casarse, reconocer un hijo, situación que en la práctica se traduce muchas veces en que el o la tutora designada tiene el poder de decisión total sobre todo los aspectos sexuales y reproductivos de la persona interdicta sin importar lo que desea o sabe la persona con discapacidad.

72. La Ley 1306 de 2009 despoja a la persona con discapacidad de su derecho a la autonomía en temas de familia al establecer que “Todo acto relacionado con el Derecho de Familia de personas con discapacidad mental absoluta
, deberá tramitarse ante el Juez de Familia. Son ejemplos de estos actos, el matrimonio, el reconocimiento o impugnación de la filiación, la entrega en adopción de hijos, la prestación alimentaría a favor de terceros y otros actos que se asimilen”
 y aunque considera que en estos procesos se deberá escuchar a la persona con discapacidad mental, condiciona su participación en el proceso a la opinión de una tercera persona
, generalmente profesional de la salud mental, sobre la lucidez y conciencia del alcance de sus decisiones; lo que configura una sustitución legal y judicial del consentimiento de la persona con discapacidad en aspectos tan íntimos como la elección de pareja, pudiendo incluso, para esta decisión, omitir completamente la voluntad y preferencias de la persona con discapacidad. Lo que constituye una clara violación al derecho a decidir de forma libre e informada el número de hijos y el tiempo en que nacerán consagrado en el artículo 23 de la CDPD

73. De igual forma, esta norma sólo permitiría que un Juez, no la persona con discapacidad, por el sólo hecho de tener esa discapacidad y haber sido declarada interdicta, reconocer un  hijo o hija de la persona con discapacidad cuando exista prueba científica que así lo disponga
, de forma tal que los derechos a disfrutar de la maternidad y la paternidad así como los derivados de éstas como la custodia, el cuidado personal de los hijos, el establecimiento de la filiación, son ajenos a la voluntad de la persona con discapacidad. Esta norma contradice directamente lo establecido en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y las recomendaciones realizadas por el Comité encargado de su vigilancia
.

74. La ley 1098 de 2006, código de la infancia y adolescencia que regula todo lo relacionado con menores, frente a los requisitos para adoptar requiere ,entre otros, que la persona interesada garantice tener idoneidad física, mental y social. De tal forma que en el caso de las personas con discapacidad psicosocial no es posible participar de ninguna forma en la adopción ya que no se consulta ni es requisito contar con su consentimiento para dar sus hijos en adopción por que para la ley que el padre o madre tenga una enfermedad mental es igual a que esté fallecido. 

75. La Ley 1412 de 2010, por la cual se autoriza la realización de forma gratuita y se promueve la ligadura de conductos deferentes o vasectomía y la ligadura de trompas de Falopio como formas para fomentar la paternidad y la maternidad responsable, establece que para la realización de estos procedimientos siempre se debe informar al o la paciente la naturaleza, implicaciones, beneficios y efectos sobre la salud de la práctica realizada, así como las alternativas de utilización de otros métodos anticonceptivos no quirúrgicos, así mismo en el caso de las personas con limitaciones de lectoescritura,  se deben ofrecer al paciente medios alternativos para expresar su voluntad tanto para la solicitud escrita como para el consentimiento, parámetros que excluye a las personas con discapacidad al indicar expresamente que “cuando se trate de discapacitados mentales (sic), la solicitud y el consentimiento serán suscritos por el respectivo representante legal, previa autorización judicial.”
. Esta es una disposición discriminatoria que continúa vigente en el ordenamiento jurídico y fomenta por mandato legal la vulneración de los derechos de las personas con discapacidad en especial el derecho a la autonomía reproductiva.
76. Las autorizaciones judiciales para esterilizar a una persona con discapacidad “mental” están a cargo de los jueces de familia que hayan suscrito el proceso de interdicción de la persona. De este modo, el procedimiento de autorización judicial para esterilizar requiere que se cuente con un dictamen de interdicción judicial. En la práctica, los procedimientos de autorización judicial para esterilizar, en muchas ocasiones, son los que impulsan a las familias a iniciar procesos de interdicción desde temprana edad, y sin ser informados sobre las implicaciones que el proceso tendrá para la vida de la persona. Por otro lado, desde la práctica se puede observar que en las autorizaciones judiciales para esterilizar, los y las jueces de familia no realizan mayores consideraciones sobre la salud sexual y reproductiva de la persona que será esterilizada, sus deseos y el entendimiento que tiene sobre su cuerpo y sexualidad. Por el contrario, dichas autorizaciones terminan reproduciendo los argumentos sobre su capacitad legal citados en las sentencias de interdicción. Y se asume que el mayor beneficio para la persona será la aplicación de un método de anticoncepción no reversible, sin siquiera consultarle a la persona sobre sus deseos o planes. 
77. Si bien en el año 2013, el Estado colombiano, con el objetivo de garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, expidió la ley 1618 de 2013, asigna a sus diferentes instituciones el deber de promover acciones para la inclusión real y efectiva de las personas con discapacidad entre las que incluye el establecimiento a nivel local de programas de apoyo y orientación a madres gestantes de niños o niñas con alto riesgo de adquirir una discapacidad o con discapacidad
 y que se deberá asegurar que los programas de salud sexual y reproductiva sean accesibles a las personas con discapacidad. Al no estar aún reglamentada los profesionales de salud continúan a partir de las leyes antes señaladas y las jurisprudencias de la Corte Constitucional reiterando el estándar de “necesidad médica” y “protección” para promover la esterilización no consentida de las personas con discapacidad en especial de las mujeres, reproduciendo el estereotipos de dependencia, incapacidad y ausencia de derechos.

78. Por su parte la Corte Constitucional, máximo tribunal encargado de la guarda de la constitución y de velar por que toda la legislación interna esté en consonancia con ésta, a pesar de haber avanzado en sus pronunciamientos en favor de los derechos de las personas con discapacidad al señalar que la  interdicción no otorga al guarda la autoridad absoluta para decidir sobre la persona con discapacidad en los casos que involucran la esterilización de mujeres con discapacidad
, continúa resolviendo estos temas desde el paradigma médico, ya que establece en los profesionales de salud mental (neurólogos, psiquiatras, psicólogos) la responsabilidad de definir un diagnóstico médico, pronóstico y tratamiento, el carácter reversible o no de éste, así como la capacidad de consentir el procedimiento médico, para soportar la decisión del Juez de autorizar o no la práctica de la esterilización.

79. En sentencia C-131 de 2014, si bien la Corte Constitucional expresó que “en todo caso, tanto en la valoración médica como en el proceso judicial, la autoridad científica y el juez deberán auscultar el parecer del menor y en caso de apreciar rasgos de capacidad reflexiva y consciente manifestación del querer deberán respetar su voluntad”, es importante señalar que en la ley procesal colombiana no está contemplado el proceso para la autorización judicial en casos de  restricción a los derechos sexuales y derechos reproductivos de las personas con discapacidad, por lo que en la práctica se ha venido aplicando el procedimiento de jurisdicción voluntaria
 a través del cual se autoriza la venta de bienes de menores de edad o personas con discapacidad mental, el cual por su naturaleza no es contradictorio, sólo requiere que en la demanda se justifique la necesidad y la destinación del producto de la venta, sin contemplar como una obligación la consulta de la voluntad de la persona con discapacidad, decisión personal e íntima que en la mayoría de los casos es sustituida por un Juez que no llega a conocer a la persona sobre el cuerpo de la cual decide.

Prácticas e imaginarios

80. En Colombia, es generalizado el desconocimiento de los derechos sexuales y derechos reproductivos de las PCD,  amparado no sólo por un marco jurídico discriminatorio sino también por la existencia de prácticas familiares, sociales e institucionales que constantemente repiten imaginarios que hipersexualizan o infantilizan a las personas con discapacidad, que en el caso de las mujeres con discapacidad se ven reforzados por estereotipos de género, que las castigan por ser mujeres y por tener discapacidad. Situación que lleva a que sean pensadas como vulnerables e incapaces de entender las consecuencias de ejercer su sexualidad, decidir tener y cuidar un hijo o hija, conformar una familia y defenderse contra el abuso.

81. Las mujeres con discapacidad intelectual y psicosocial, así como sus familiares, tienen vacíos de información sobre derechos sexuales y reproductivos, sus conocimientos se limitan al funcionamiento biológico de los aparatos reproductivos masculinos y femeninos, siendo uno de los aspectos más preocupantes el relacionado con las dificultades para el ejercicio de los derechos a la privacidad y la autonomía; ya que la toma de decisiones de las mujeres con discapacidad se encuentra condicionada a la opinión e intervención de terceros, especialmente cuando se trata de la decisión de tener o no un hijo o una hija

82. En el mismo sentido cabe resaltar un fragmento de la intervención del Ministerio de Salud extractado por la Corte Constitucional en la sentencia C-131 de 2014, en el que se evidencia la delegación de las decisiones en materia sexual y reproductiva a terceros “En este orden de ideas, tampoco los menores con discapacidad tienen que ser sometidos a estos procedimientos definitivos a menos de que se encuentre en riesgo su vida o que exista un consentimiento expreso por parte del representante legal, previa autorización judicial para evitar cualquier tipo de trato discriminatorio”

83. Los padres, madres y guardas argumentan a menudo que la esterilización es necesaria para las personas con discapacidad porque son más vulnerables a la violencia sexual.

84. Adicionalmente, las familias frecuentemente son advertidas por profesionales del derecho y de la salud, en instituciones públicas como privadas, que el abuso sexual contra mujeres es común y, por lo tanto, deben asegurarse de esterilizarlas.
,
 De igual forma, y aunque la ley 1412 de 2010 prohíbe la esterilización a menores de edad, algunos médicos y medicas realizan esta cirugía si el tutor lo ha solicitado así no se hubiere obtenido una orden expresa del juez
. Estudios en otros países, aún no disponibles en Colombia, demuestran que las mujeres con discapacidad sí tienen un mayor riesgo de ser víctimas de violencia sexual que las mujeres sin discapacidad
. 

85. Las mujeres con discapacidad también son retratadas como seres asexuales, aumentando su victimización. Uno de los estereotipos más comunes es que las mujeres con discapacidad cognitiva deben ser tratadas como niñas.
 Otra construcción social errada es que las personas con discapacidad son seres hipersexuales y, por ende, la educación sexual “las incitaría” a hacer “cosas indeseadas.”
 
86. Otro de los estereotipos perpetuados socialmente es que las mujeres con discapacidad no pueden asumir de manera apropiada las responsabilidades derivadas de la maternidad. 

87. En un caso llevado en 2003 ante la Corte Constitucional, el Estado sostuvo que si una persona no entiende o no puede consentir una esterilización debido a su discapacidad cognitiva, entonces la persona no puede consentir o entender las consecuencias de tener un hijo.
 Por lo tanto, la Corte concluyó que el procedimiento no constituye una violación de los derechos de una persona con discapacidad cognitiva, diciendo “en este orden de ideas, la inexistencia de posibilidad de otorgar consentimiento informado para realizar una tubectomía, implica que también existe imposibilidad de decidir sobre la conformación de una familia y sobre el número de hijos que se desea. Es decir, no se podría limitar o anular los derechos en cuestión, pues la persona está en incapacidad para ejercerlos”.

88. Adicionalmente, según información provista por el Ministerio de Salud, entre 2009 y 2011, 505 mujeres con discapacidad fueron esterilizadas y 127 hombres con discapacidad. La información provista no establece si existía medida de interdicción vigente, el tipo de discapacidad, cómo se determina que se trata de una persona con discapacidad, ni quién firmó el consentimiento informado (Ver tabla 1)
.
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Tabla N7. Procedimientos de esterilizacion en mujeres en edad fértil con

discapacidad

PROCEDIMIENTO CUPS

2009

2010

2011

663910 - ESTERILIZACION FEMENINA NCOC INCLU-
YE: AQUELLA REALIZADA SIMULTANEAMENTE CON
LA CESAREA (CODIFICAR SIMULTANEAMENTE)

663100 - SECCION Y/O LIGADURA DE TROMPAS DE
FALOPIO [CIRUGIA DE POMEROY] POR MINILAPA-
ROTOMIA SOD +

169

139

186

Fuente: RIPS- bodega de Datos SISPRO

Pregunta 5. Cifras de procedimientos de vasectomias de hombres y nifios en

situacion de discapacidad.

Tabla N8. Procedimientos de esterilizacién en hombres en edad fértil con

discapacidad

PROCEDIMIENTO CUPS 2009 | 2010 | 2011
637100 - LIGADURA O SECCION DE CONDUCTO DE-

FERENTE SOD 20 18 32
637300 - VASECTOMIA SOD 20 17 20

Fuente: RIPS- bodega de Datos SISPRO




Tabla 1 – Número de procedimientos quirúrgicos de esterilización de mujeres y hombres con discapacidad. Fuente Ministerio de Salud. Respuesta a derecho de petición presentado por PAIIS.

89. Es por lo anterior, que a pesar de que el Gobierno de Colombia reporte en su informe que existen normas que impiden a una persona con discapacidad contraer matrimonio y que están en proceso de revisión a la luz de la CDPD, no es posible considerar que haya adoptado medidas para cumplir las obligaciones en relación con lo consagrado en el artículo 23 dedicado a temas relacionados con el respeto del hogar y la familia y 17 relativos a la protección de la integridad personal, aún más si se tiene en cuenta que en dicho informe indica como medidas, acciones y programas dentro de los que puede incluirse a las personas con discapacidad pero que no están dirigidos especialmente a ellas, ni mucho menos a poner fin a la discriminación contra éstas en las cuestiones relacionadas con la familia. 
Artículo 24. Educación
90. La Coalición expresa su preocupación por las limitaciones e imprecisiones de los reportes del Estado Colombiano sobre el estado, los desarrollos y los retos de las políticas sobre el derecho a la educación de las personas con discapacidad en el país. En informes a diferentes organizaciones internacionales, o en respuestas a autoridades judiciales o a administrativas encargadas de tutelar el Derecho a la Educación, las instancias estales nacionales, regionales o locales tienden a limitarse a aspectos puntuales, o a no diferenciar políticas de programas o proyectos de carácter institucional. Estas limitaciones se dan tanto a la hora de reportar los avances que se han dado en las políticas de educación inclusiva desde la promulgación de la Constitución Política de Colombia en 1991 y desde la expedición de la Ley General de Educación en 1994, - normas en las que se consagró el Derecho a la Educación de las personas con discapacidad y en las que se determinó la responsabilidad del sistema educativo formal de garantizarlo -, como al momento de precisar los desarrollos desde la sanción de la Ley 1346 del año 2009, - por medio de la cual se adoptó la CDPD en el país.

91. Se destacan los avances que se han dado en Colombia en el propósito de asegurar el derecho a la educación de las personas con discapacidad. Sin embargo, estos progresos no son resultado de procesos sistemáticos y homogéneos y, por el contrario, dependen de iniciativas puntuales y aisladas de organizaciones, de funcionarios, o de plataformas sociales de corta duración, antes que corresponder a una planeación participativa y de largo aliento, de hecho en el Conpes 166 de 2013
, según datos de la encuesta de calidad de Vida del DANE (Departamento Administrativo Nacional de Estadística) 2012, el 80% del total de las personas de entre 5 y 9 años con alguna discapacidad no ha alcanzado ningún nivel educativo, mientras que del grupo de 10 a 17 años, el 47,1% no había aprobado ningún nivel educativo. Además, el derecho a la educación de personas con discapacidad en Colombia con frecuencia se salvaguarda mediante fallos de Tutela, en especial la educación superior
.
92. Es necesario resaltar la necesidad de revisar la proliferación de lineamientos, orientaciones, documentos de política, manuales, documentos de política, guías que se han producido desde las entidades públicas en los últimos años en Colombia dirigidos todos a determinar los criterios, formas de intervención, metas y propósitos de la educación de las personas con discapacidad. Esta multiplicidad y diversidad de producciones confunde y diluye los principios y los acuerdos y, lejos de orientar, confunde y complejiza la labor de inclusión educativa que deben adelantar los maestros. 
93. Los desarrollos en las políticas educativas inclusivas no se propagan en el territorio nacional, son puntuales y no se extienden de forma equitativa en las diferentes regiones. Las políticas de discapacidad en general, y de educación inclusiva en particular, son limitadas en el tiempo, alejadas del reconocimiento de procesos en curso y carentes de una perspectiva común. Esto lleva a que en no pocas ocasiones las comunidades educativas y los profesores en particular terminen asumiendo la perspectiva inclusiva como una imposición externa, ajena a su competencia docente y de responsabilidad exclusiva de profesionales y de instituciones formados y constituidas de manera exclusiva para la atención educativa de estudiantes con discapacidad. De esta manera la fragmentación y desarticulación de los procesos de promoción y consolidación de propuestas  de  educación inclusiva llevan a que las políticas orientadas a la garantía de del derecho a la educación terminen en una paradoja, pues terminan profundizando las iniquidades en las ofertas educativas para estudiantes con discapacidad entre las regiones.
94. Adicionalmente, la política pública de discapacidad a veces confunde el significado de “educación inclusiva”, identificando como tal procesos de atención especializada, segregada y diferenciada, los cuales no constituyen procesos de educación inclusiva.  De igual manera, la determinación de los ajustes y los apoyos que requieren los estudiantes con discapacidad se siguen centrando en las limitaciones y deficiencias de los estudiantes y no en la flexibilización y adaptación de la oferta educativa. 
95. El alto índice de desescolarización entre los niños, niñas y adolescentes con discapacidad en Colombia es altamente preocupante, particularmente entre aquellos que se encuentran bajo el cuidado de entidades del Estado. De acuerdo con la información suministrada por el instituto colombiano de bienestar familia – ICBF, por medio de respuesta al derecho de petición elevado por la coalición el 1º de diciembre de 2015, el sistema de información misional – SIM, con corte al 30 de noviembre de 2015, reporta que el ICBF tiene 8.035 niños, niñas y adolescentes con discapacidad en proceso administrativo de restablecimiento de derechos – PARD, de los cuales 2.139 se encuentran estudiando. Lo anterior implica que del total de niños, niñas y adolescentes con discapacidad que se encuentran bajo alguna medida de protección por parte del ICBF, sólo el 26,63% de éstos se encuentran estudiando. 
Artículos 22 y 25 - Respeto de la privacidad y derecho a la Salud 
96. Los artículos 48 y 49 de la constitución política de nuestro Colombia reconocen la seguridad social como un derecho fundamental. Colombia como Estado parte que ratifica la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las Personas con Discapacidad, ha generado acciones dentro de las cuales se encuentra la ley estatutaria 1618, que en su artículo 10 contempla el derecho a la salud, al igual que el plan decenal de salud el cual incluyó a la población con discapacidad dentro de la población vulnerable. Como se observa se han generado diferentes acciones en el sistema de salud para las personas con discapacidad. 
97. Sin embargo, cabe resaltar que estas acciones están encaminadas a garantizar el derecho a la salud como una población vulnerable con un enfoque diferencial, atención integral, promoción y prevención, pero no se han contemplado campañas en el sector de la salud de toma de conciencia donde se promueva el respeto a las personas como sujetos de derechos que deben ser consideradas como parte de los procesos, como tampoco un diseño universal físico y comunicacional en los hospitales, clínicas, consultorios y demás instalaciones de actores del sistema de seguridad social en salud, abiertos al público. 
98. Es importante mencionar que el Ministerio de Salud y Protección Social, ha respondido con acciones concretas para grupo específicos como la población con trastornos del espectro autista, con la elaboración del “Protocolo Clínico para el Diagnóstico, Tratamiento con Trastornos del Espectro Autista (TEA)” como parte de la atención integral en salud de esta población. Éste, sin embargo, aún falta llevarlo a la práctica. 

99. Un avance importante es la aprobación de la ley estatutaria 1751 de 2015, la cual consagra la salud como un derecho fundamental, en un momento en el que Colombia atraviesa por una crisis financiera en el sector de salud que afecta a todos los ciudadanos incluidos, por supuesto, las personas con discapacidad.

100. A través del trabajo que realizan las organizaciones de y para personas con discapacidad, se ha observado que hay poblaciones que no encuentran una respuesta oportuna y adecuada a sus necesidades en salud como son las que tienen discapacidad psicosocial, entre otras.

101. No se puede afirmar que las personas con discapacidad, en Colombia gocen de un sistema de salud óptimo e integral que le impacte positivamente en su calidad de vida, en tanto persiste un modelo médico asistencial, lo que conlleva a que sea una práctica común entre la comunidad médica dar opiniones “expertas” sobre las personas con discapacidad, lo que incluye recomendar a las familias de personas con discapacidad, particularmente con discapacidad intelectual, adelantar procesos de interdicción y procesos de esterilización quirúrgica. Igualmente, como se desarrolló en mayor detalle en el apartado relativo a los artículo 17 y 23, es común que se suministren tratamientos médicos y quirúrgicos sin que medie el consentimiento de la persona con discapacidad, sino a través de autorizaciones judiciales y bajo el pretexto del tratamiento médico de emergencia. 
102. En muchos casos, como respuesta a comportamientos de la persona durante la consulta, se prescribe inmediatamente medicación sin el conocimiento de cuál es la causa de estos comportamientos que en su mayoría son respuesta a un entorno agresivo para la persona. Lo anterior acompañado de la posibilidad, facultada por la ley 1306 de 2009, de realizar internación involuntaria de las personas con discapacidad bajo premisas altamente ambiguas como le “peligrosidad” que ésta puede implicar. 
103. La atención en salud encuentra varias barreras, algunas de las cuales son la excesiva tardanza en la generación de citas con especialistas pueden tardar hasta 3 y 4 meses.

104. Igualmente, en el caso de las personas con discapacidad psicosocial, el estigma y las creencias arraigadas en los profesionales de la salud, permiten que se continúen viendo como personas peligrosas, incapaces en muchos casos de decidir u opinar sobre su tratamiento.

105. Por medio de la Ley Estatutaria 1618 de 2013, el Estado Colombiano establece que la atención en salud de las personas con discapacidad debe ser de carácter preferente, prioritaria e integral, en la práctica esto no es un realidad. En específico establece que los Prestadores de Servicios de Salud deben:

a. Garantizar la accesibilidad e inclusión de las  personas con discapacidad en todos sus procedimientos, lugares y servicios;
b. Deberán establecer programas de capacitación a sus profesionales y empleados para favorecer los procesos de inclusión de las personas con  discapacidad;
c. Garantizar los servicios de salud en los lugares más cercanos posibles a la residencia de la persona con discapacidad, incluso en las zonas rurales, o en su defecto, facilitar el desplazamiento de las personas con discapacidad y de su acompañante;
d. Establecer programas de atención domiciliaria para la atención integral en salud de las personas con discapacidad;
e. Eliminar cualquier medida, acción o procedimiento administrativo o de otro tipo, que directa o indirectamente dificulte el acceso a los servicios de salud para las personas con discapacidad;
f. se agota con la autorización de los procedimientos médicos, comoquiera que en ciertos casos las empresas promotoras de salud deben suministrar los medios que le posibiliten al paciente acceder al tratamiento médico y, con ello, propiciar el restablecimiento de su salud. 
106. Sin embargo, Los actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud no garantizan dichas obligaciones a las personas con discapacidad. La falta de un sistema integral en salud que responda a las necesidades de las personas, hace que en muchos casos se debe recurrir a una acción legal para lograr materializar el derecho fundamental a la salud. Por su lado, la falta de integralidad y accesibilidad de los servicios genera que  las personas con discapacidad tengan que desplazarse por diferentes lugares de la ciudad en orden de acceder a un servicio particular. De igual forma, la ausencia de una atención en salud prioritaria, hace que las personas con discapacidad deban esperar por largos periodos de tiempo para acceder a ciertos servicios. Aunque este panorama es similar para la mayoría de la población, en el caso de las personas con discapacidad la falta de accesibilidad a los servicios de salud tiene efectos especialmente negativos, ya que esto en muchas ocasiones afecta su inclusión social efectiva. 
107. De igual manera, en Colombia persisten conductas por parte de las empresas administradoras de planes de beneficio, especialmente aquellas de medicina prepagada o “privada” de catalogar diagnósticos relacionados con la discapacidad como preexistencias y, de esta manera, negar la atención en salud. A través del trabajo que adelanta PAIIS, se conoció del caso de una mujer con Síndrome de Down que era beneficiaria del plan de cobertura de seguro de vida de su madre, y dentro del contrato de la mujer aparecía el Síndrome de Down como una preexistencia, motivo por el cual le negaron exámenes de cardiología alegando que aquellas enfermedades derivadas de la preexistencia se encontraban por fuera del cubrimiento del contrato de seguro. Esta práctica es reiterada y no hay seguimiento por parte del Estado para impedir dichos abusos. 
108. La situación en salud de la población carcelaria con discapacidad es aún más precaria. Así, uno de los principales problemas que se han identificado durante el trabajo que realiza PAIIS con las personas con discapacidad en el Establecimiento Carcelario La Modelo, fue el deficiente acceso a servicios básicos de salud. Aunque esto es la consecuencia de la crisis general en salud penitenciaria y carcelaria del país, los efectos de la misma son diferenciales en las personas con discapacidad. 

109. Los principales problemas que se han registrado durante el trabajo en los patios de Tercera Edad y Piloto 2000 se presentan en la atención directa dentro del establecimiento. En primer lugar, la clasificación de la situación como urgente depende del personal de guardia que se encuentre de turno, que no está capacitado para dicha labor. Si el personal de turno considera que la afectación de salud es suficientemente grave autoriza al interno a desplazarse al Área de Sanidad. Esto, afecta gravemente a personas con discapacidades invisibles que requieren asistencia médica periódica. 

110. Los servicios de rehabilitación a personas con discapacidad son casi nulos. El personal de salud para aproximadamente 5000 internos es de tres enfermeras y un médico general, personal insuficiente para atender a un alto número de población y atender necesidades específicas de rehabilitación
. Esto, sumado a la ineficiente asignación de servicios de salud fuera del establecimiento: la asignación de una cita con especialista puede tardar más de dos o tres meses. Los medicamentos ordenados no son entregados a tiempo, en algunas ocasiones nunca sucede. 

111. En la citada respuesta por parte del INPEC, se asegura que no hay procedimiento establecidos para la valoración periódica de los internos que tienen enfermedades crónicas o necesitan atención médica constante. Esto afecta de manera especial a las personas con discapacidad.

Artículo 26. Habilitación y rehabilitación


112. A través del trabajo realizado por el Nodo Central REDESCOL en Colombia, en un trabajo conjunto de dialogo y análisis del informe inicial dado por el estado Colombiano, la convención de derechos de las personas con discapacidad y las experiencias propias de los participantes, quienes son  personas con discapacidad, cuidadores, padres, profesionales, universidades, funcionarios públicos municipales y Departamentales, se encontró que existe una falta de información a nivel general por parte de las personas con discapacidad sobre los programas que existen. Igualmente los médicos o funcionarios de la salud no ofrecen orientación al respecto porque no tiene conocimiento de los programas existentes para las personas con discapacidad. Las personas con discapacidad no están orientadas desde el primer contacto con el médico porque no existen rutas de atención donde se informe a tiempo. 
113. Por lo general, son las personas con discapacidad quienes debe acudir a una acción de tutela para poder reclamar servicios de habilitación y rehabilitación. Las pcd no están orientadas desde el primer contacto con el médico porque no existen rutas de atención donde se informe a tiempo.
114. Existen programas social, educativos, laborales, y sanitarios que capacitan a las personas con discapacidad, pero no hay una adecuada divulgación  y articulación de los mismos  con las diferentes entidades a nivel nacional y local.

115. No hay suficiente personal capacitado para la atención primaria a personas con discapacidad, particularmente en zonas rurales, por lo que se requiere un equipo completo y capacitado para atender a las personas con discapacidad, y que haya mayor sensibilización de los profesionales de la salud. La anterior problemática se agudiza en tanto en las zonas rurales no hay personal capacitado en habilitación y rehabilitación, por lo que dichos casos son remitidos a las ciudades capitales. Lo anterior hace que los trámites requeridos encarezcan el acceso a procesos de habilitación y rehabilitación y niega, de manera tácita, el acceso a dichos programas a personas con discapacidad de bajos recursos en zonas rurales. 
Artículo 27. Trabajo y empleo

116. En Colombia, la Ley 361 de 1997, por medio de la cual se establecen mecanismos de integración social para las personas en situación de discapacidad, consagró en el artículo 26 una serie de mecanismos con el fin de prevenir la discriminación por motivos de discapacidad en el ámbito laboral
.
117. Dicho artículo consagra una protección especial ante la terminación laboral de personas con discapacidad, de tal manera que el contrato laboral de una persona con discapacidad no puede ser terminado por motivo de su discapacidad, salvo una autorización por parte de la oficina de Trabajo.
118. Ahora bien, cabe resaltar que la jurisprudencia en la materia ha identificado que dicha protección a la hora de terminar el contrato de trabajo se extiende, no solo a aquellas personas que son consideradas personas con discapacidad bajo el entendido de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, sino también a todo trabajador que adquiera una condición de salud que limite su capacidad laboral. 
119. Dicho artículo ha sido ampliamente interpretado, especialmente por la Corte Constitucional, órgano que consagró una presunción legal por medio de la cual, si al momento de la terminación del contrato de trabajo de la persona con discapacidad, el empleador conocía dicha situación, se presume que la terminación se dio con motivos de la discapacidad, y recae en el empleador la carga de probar lo contrario. 
120. Adicionalmente, la Corte Constitucional por medio de la sentencia C-744 de 2012, declaró inexequible un apartado que se adicionaba, por medio del Decreto-Ley 019 de 2012, un segundo inciso al artículo 26 precitado y que decía: 

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, no se requerirá de autorización por parte del Ministerio del Trabajo cuando el trabajador limitado incurra en alguna de las causales establecidas en la ley como justas causas para dar por terminado el contrato, Siempre se garantizará el derecho al debido proceso.

121. El anterior inciso tenía como finalidad aclarar algo que se encontraba implícito en la regulación existente, y que consistía en determinar que, cuando un trabajador con discapacidad incurría en una causal de despido justificada, no se requeriría autorización por parte de la oficina de Trabajo para la terminación del contrato. 
122. Esto, aunado al hecho de que la Corte Constitucional interpretó que la sanción de 180 días de salario de que trata el inciso segundo del artículo 26 tenía carácter sancionatorio y no indemnizatorio, por lo que el despido sin autorización de la oficina de Trabajo de un empleado con discapacidad resultaba ineficaz y a la multa antes referida debía sumarse los salarios no devengados durante el tiempo en que la persona no trabajó más lo demás prejuicios ocasionados, condujo al sector empresarial a interpretar en la norma precitada una regulación que imposibilitaba en la práctica terminar contratos laborales con personas con discapacidad. 
123. De esta manera, el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, pese a pretender evitar la discriminación por motivos de discapacidad en la inclusión laboral, sumado a la interpretación que de ésta ha realizado la Corte Constitucional, se erige hoy en día en Colombia como una de las principales barreras de acceso al mercado laboral para personas con discapacidad. Lo anterior, en tanto los empleadores ven en la contratación de personas con discapacidad, una normativa de protección laboral absoluta que hace imposible la terminación de sus contratos, aún cuando median causales de justificación, por lo que los asesores laboralistas desaconsejan la contratación de personas con discapacidad, aún cuando existen incentivos tributarios para su contratación.  

Artículo 28. Nivel de vida adecuado y protección social
124. El Sistema de Protección Social en Colombia cubre una serie de riesgos, dentro de los cuales se cuenta la vejez, y dispone para cubrir dicho riesgo el sistema de pensiones a través de la Ley 100 de 1993. De esta manera, una persona que cumpla con los requisitos de haber cotizado al sistema de seguridad social un número determinado de semanas de trabajo y tenga la edad suficiente para jubilarse, tiene derecho a una pensión que se calcula sobre el índice base de liquidación – IBL. 
125. Dicha Ley establece en su artículo 47 quiénes son beneficiarios de la pensión de sobreviviente, es decir, qué personas tienen derecho a heredar la pensión de quien se encontraba, bien sea cotizando para lograr una pensión de vejez, bien sea que se encontraran ya pensionados y tuvieran una mesada pensional reconocida. 

126. Dicho artículo dice lo siguiente:

Artículo 47. Beneficiarios de la pensión de sobrevivientes.   Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

(…)

b)  Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte; y, los hijos inválidos (sic) si dependían económicamente del causante, mientras subsistan las condiciones de invalidez (sic);

(…)
127. De esta manera, se establece que son beneficiarios de la pensión de sobreviviente los hijos con discapacidad que dependían económicamente del titular de la pensión, mientras “subsistan las condiciones de invalidez (sic)”. 

128. Una práctica que ha sido reiterada por parte de los Fondos de Pensión, encargados de administrar las pensiones, es solicitar la interdicción de las personas con discapacidad intelectual como medio de prueba para reconocer la calidad de “inválido” del hijo beneficiario de la pensión de sobreviviente. Hecho que ha sido identificado en varias ocasiones por medio del trabajo de asistencia legal que adelanta PAIIS con personas con discapacidad y sus familias. 

129. Adicionalmente, pese a que la Corte Constitucional ha reconocido que la interdicción no es un requisito para reconocer el derecho a la pensión de sobreviviente de personas con discapacidad, ha mantenido en su jurisprudencia una visión contraria a los artículo 12 y 28 de la CDPD al exigir para la entrega de las mesadas pensionales el proceso de interdicción para que un tercero ejerza la administración de los recursos derivados de la pensión
. 
130. En ese sentido, pese a que la Corte reconoce que la interdicción no es un requisito para obtener el derecho a la pensión para hijos con discapacidad, sí exige la misma para poder obtener las mesadas pensionales, es decir, poder acceder al dinero derivado del derecho a la pensión, lo que no sólo desconoce el mandato del artículo 12 de la CDPD, sino que supedita el derecho a un nivel adecuado de vida y a la protección social a la vulneración al derecho a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad. 
Artículo 29. Participación Política

131. A través del trabajo realizado por el Nodo Central REDESCOL en Colombia, en un trabajo conjunto de dialogo y análisis del informe inicial dado por el estado Colombiano, la convención de derechos de las personas con discapacidad y las experiencias propias de los participantes, quienes son  personas con discapacidad, cuidadores, padres, profesionales, universidades, funcionarios públicos municipales y Departamentales, se identificaron algunas de las barreras que enfrentan las personas con discapacidad para ejercer su derecho a la participación política. 
132. Las personas con discapacidad cognitiva y múltiple son quienes presentan menor participación en los procesos electorales. Sumado a lo anterior, la gran mayoría de puestos de votación no son accesibles, lo que resalta la falta de previsión por parte de los órganos electorales en asegurar la accesibilidad física para que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho al voto. 
133. De igual forma, se registraron casos de personas con discapacidad cognitiva, quienes apoyados por su familiar o facilitador se presentaron en la urna para ejercer el derecho al voto pero las personas delegadas por parte de la Registraduría Nacional solicitaron a los jurados anular los votos por motivo de la discapacidad.
134. Adicionalmente, la Ley 1145 de 2007, por medio de la cual se establece el Consejo Nacional de Discapacidad, como el nivel consultor y de asesoría institucional del Sistema Nacional de Discapacidad. Dicho consejo esta conformado por seis representantes de las organizaciones sin ánimo de lucro de personas con discapacidad, entre los cuales está un representante de organizaciones de padres de familia de personas con discapacidad cognitiva. Según el artículo 10º de dicha Ley, a diferencia de las demás organizaciones, las personas con discapacidad cognitiva deben ser representados por un familiar, el cual  debe ser un padre o madre de familia o un familiar dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil con discapacidad, diferenciación que coarta el derecho a la participación política de las personas con discapacidad cognitiva en Colombia. 
Adriana y Carlos* son los padres de Federico y Mario* dos mellizos de 20 años con discapacidad cognitiva. Recibieron el consejo de iniciar la interdicción porque “era la mejor forma de proteger su futuro” y lo hicieron sin conocer todas las consecuencias de la misma. Después de investigar un poco más reconocieron los drásticos efectos de haber interdictado a sus hijos, quienes no saben que son interdictos, y desde entonces están intentando revertir el proceso.


*Los nombres han sido modificados para proteger la confidencialidad de los casos.





Felipe* es un hombre Sordo con discapacidad cognitiva que tiene una hija a la que apoya económicamente. Ha tenido una historia laboral irregular y sólo consigue trabajar en ocasiones. El vivía en la casa de su madre con ella. Después de morir la madre, las hermanas de Felipe iniciaron un proceso de sucesión vendieron todos los bienes incluyendo la casa donde vivía su Felipe y dispusieron de ellos sin informarle ni explicarle la situación para que él diera su consentimiento. Posteriormente, iniciaron un proceso de interdicción para administrar la pensión de sobreviviente que él recibe por la muerte de su madre y para luego administrar la que empiece a recibir cuando le sea concedida la pensión de sobreviviente de su padre. Los dictámenes forenses que aportaron en el proceso no se hicieron con un intérprete certificado sino que una de las hermanas, sin ser señante, hizo de intérprete.


*Nombre cambiado para proteger la confidencialidad





José*, un joven con discapacidad cognitiva, fue abordado en la calle por un vendedor de la empresa de telefonía móvil Claro y, sin realizar ajustes razonables en la explicación del contrato que se le estaba ofreciendo, le incitó a firmar un contrato de telefonía celular con una cláusula de permanencia de dos años. Después de enterados de lo ocurrido sus padres pidieron la anulación del contrato a Claro, quienes contestaron que lo hacían si les entregaban la sentencia de interdicción de su hijo. 


*Nombre modificado para proteger la confidencialidad
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� Ley 1306 de 2009, artículo 50


� Ley 1306 de 2009, artículo 50 párrafo 2: “Dentro de estos procesos el Juez de Familia deberá escuchar a la persona con discapacidad mental absoluta cuando, en opinión de los facultativos, se encuentre en un intervalo lúcido y tenga conciencia del alcance de sus decisiones.”


�Ley 1306 de 2009, artículo 50 párrafo 3 “En todo caso, para la determinación de la filiación de un hijo atribuido a la persona con discapacidad mental absoluta, concebido durante la interdicción, se deberán practicar las pruebas científicas que permitan tener la mayor certeza sobre la filiación de conformidad con la Ley 721 de 2001 y las normas que la reglamenten, sustituyan o adicionen.”


� Ver, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, art. 12 y Recomendaciones a Costa Rica (CRPD/C/CRI/CO/1), Nueva Zelandia (CRPD/C/NZL/CO/1), República de Corea (CRPD/C/KOR/CO/1), Bélgica (CRPD/C/BEL/CO/1), México (CRPD/C/MEX/CO/1), El Salvador (CRPD/C/SLV/CO/1), Azerbaiyán (CRPD/C/AZE/CO/1), Suecia (CRPD/C/SWD/CO/1), Paraguay (CRPD/C/PRY/CO/1) Hungría (CRPD/C/HUN/CO/1), Argentina (CRPD/C/ARG/CO/1), China (CRPD/C/CHN/CO/1) y Perú (CRPD/C/PER/CO/1).


� Ley1412 de 2009, artículo 6: Discapacitados Mentales. Cuando se trate de discapacitados mentales, la solicitud y el consentimiento serán suscritos por el respectivo representante legal, previa autorización judicial.


� Ley 1618 de 2013, artículo 7 numeral 3


� Corte Constitucional, sentencia T-850 de 2002, T-248 de 2003, T-492 e 2006, T-1019 de 2006, T-063 de 2012, T-740 de 2014


� Código de Procedimiento Civil, Decreto 1400 de 1970, artículo 649 y 653, actualmente vigente en Colombia, y Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012, artículos 577 y 581 próximo a entrar en vigencia a partir de enero de 2016. 


� Consideraciones generales sobre el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos de acuerdo con el análisis de la información obtenida a través de grupos focales realizados con mujeres con discapacidad intelectual y mujeres con discapacidad psicosocial. Actividad desarrollada dentro del proyecto “Capacidad Jurídica, Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos  de las Mujeres con Discapacidad Intelectual y con Discapacidad Psicosocial en Colombia” Adelantado Conjuntamente Por Asdow Colombia, Brújula Comunicaciones, Fundamental Colombia, Profamilia, Universidad de Los Andes a través Del Programa De Acción Por La Igualdad Y La Inclusión Social – Paiis. Bogotá, Colombia. Noviembre 2014.


� Corte Constitucional, sentencia C-131 de 2014, punto 3.2.


� Entrevista por PAIIS con Salam Gómez, presidente, FUNDAMENTAL COLOMBIA, una ONG sin ánimo de lucro, Bogotá D.C., Colombia. (25 de julio de 2012). FUNDAMENTAL COLOMBIA desarrolla estrategias para la promoción de la salud mental, la prevención y el manejo de discapacidades psicosociales, de familias y de cuidadores. La organización también contribuye a los procesos de autonomía, inclusión social, y la defensa de los derechos humanos y de los intereses de las personas con discapacidad así como la mejora contínua de la calidad de la vida de la población colombiana.


� Profamilia, entidad privada sin ánimo de lucro especializada en servicios de salud sexual y salud reproductiva, recibió durante el desarrollo del proyecto  “Capacidad Jurídica, Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos  de las Mujeres con Discapacidad Intelectual y con Discapacidad Psicosocial en Colombia” solicitudes para la realización de procedimientos de esterilización de personas con discapacidad intelectual, mayoritariamente mujeres, por parte de instituciones de salud, de la procuraduría, del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, y  de familiares de personas con discapacidad intelectual con órdenes médicas.


� Testimonio de personas que proveen este servicio obtenidas por PAIIS, Asdown y Fundamental Colombia. Bogotá 2012


� Ver, MARTIN, Sandra et al. Physical and Sexual Assault of Women with Disabilities. En: Violence Against Women, Vol. 12 No. 9, pp. 823-837 (Sept. 2006). En: � HYPERLINK "http://web.usu.edu/saavi/docs/physical_sexual_assault_women_disabilities_823.pdf" �http://web.usu.edu/saavi/docs/physical_sexual_assault_women_disabilities_823.pdf�


�Entrevista de Natalia Acevedo (estudiante de clínica jurídica en PAIIS) con Moncia Cortés de la Asociación Colombiana de Síndrome de Down (ASDOWN Colombia) (el 25 de julio de 2012). La Asociación Colombiana de Síndrome de Down (ASDOWN Colombia) es una asociación de padres que buscan asegurar una vida digna para las personas con Síndrome de Down. http://www.ASDOWN.org/nosotros.html.


�Íbid.


� Corte Constitucional, 23 de enero de 2003, Sentencia T-0248/03. 


� Corte Constitucional, 21 de marzo de 2003, Sentencia T-248/03.


� Respuesta a derecho de petición enviado por PAIIS al Ministerio de Salud


� Disponible en: www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/conpes_dnp_0166_2013.htm


� Al respecto, ver sentencias T-551 de 2011; T-647 de 2012, T-495 de 2012 y T-476 de 2015, entre otras. 


� Respuesta del director del Establecimiento Carcerlario la Modelo a derecho de petición enviado por PAIIS en 2014. 


� Congreso de la República. Ley 361 de 1997. Artículo 26. En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo.


No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren


� Al respecto, sentencias T-043 de 2008, T-645 de 2008 y T-950 de 2009, entre otras. 
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